	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO

La ciudadana MARGARET JOSEFINA BASANTA, representada por el abogado Alejandro Inaudi Cardona, Luis Franceschi Gutiérrez y Haydee Josefina Franceschi Gutiérrez, demandó por cobro de diferencia de prestaciones sociales a la sociedad mercantil CORPORACIÓN GUEDEZ SANTAMARÍA SUCESORES, C.A., representada por los abogados José Rafael Natera Tirado, Rafael Méndez Barroyeta y Simón Mejías Morachini, por ante el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, el cual declaró con lugar la demanda.

El Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente de los mismos Circuito y Circunscripción Judicial, conociendo por apelación de ambas partes, dictó sentencia definitiva en fecha 13 de enero de 2003, en la cual declaró parcialmente con lugar la demanda, contra cuyo fallo, anunció y formalizó oportunamente, la parte actora, recurso de casación. Hubo impugnación por la parte demandada.

Concluida la sustanciación con el cumplimiento de las formalidades legales y siendo ésta la oportunidad dispuesta al efecto, la Sala pasa a dictar sentencia bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, en los términos siguientes:

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD
- I -

Con fundamento en el ordinal 1° del artículo 313, en concordancia con los artículos 508, 509 y 12 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción del ordinal 4° del artículo 243, eiusdem, por inmotivación, en relación con los dichos de los testigos Luis Salaverría, Jesús Méndez, Luis Carmona, Nelson J. Vidal y Víctor Tejeda, aduciendo que son desechados sin exponer argumentos que sustenten tal conclusión, omitiendo así el señalamiento expreso de los hechos, razones y motivos que llevaron al Sentenciador a establecer que los mismos no le merecen fe, de modo que no se desprende de la sola lectura del fallo el proceso lógico y coherente que lo condujo a desestimar los testimonios.

La Sala, para decidir, observa:

La recurrida es ciertamente escueta e incluso deficiente desde el punto de vista de la motivación, cuando refiere directamente  su análisis de cada una de las deposiciones de los testigos, no obstante lo cual, aprecia la Sala que esa deficiencia queda subsanada posteriormente cuando expone la razón en que se apoya para desechar los testimonios, en los términos siguientes:

“En otro orden de ideas, con la declaración de los testigos, LUIS ALBERTO SALAVERRIA BELLO, JESÚS MELENDEZ GUEVARA y LUIS CARMONA, NESTOR JOSÉ VIDAL ROMERO y VÍCTOR TEJEDA, con sus solos dichos a pesar de responder al interrogatorio que le constaba el horario de trabajo que indica la demandante, de Lunes a Domingo, desde las 6 a.m. hasta las 12 m. y desde las 1 p.m. hasta las 10 p.m., es criterio de quien decide, dado que no se trata de los dichos de trabajadores de la misma demandada, ni de personas que tenga relación permanente con la misma, que le den la posibilidad de apreciar las situaciones de hecho que se pretenden probar, que sería la única manera de evidenciar la constancia que dicen tener, tal y como quedó evidenciado en análisis posterior, no le merecen fe a quien sentencia y por ello el horario indicado, y los días enunciados como trabajados, no resultaron probados y por esto no deben prosperar, los reclamados que efectúa la parte actora por horas extras diurnas y feriados trabajados”.

Con vista de esa circunstancia, considera la Sala que el Sentenciador sí expone una razón suficiente que revela el proceso lógico y coherente que reclama el formalizante, lo cual hace improcedente la presente denuncia. Así se decide.

- II -

De conformidad con el ordinal 1° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción del ordinal 4° del artículo 243, eiusdem, en concordancia con los artículos 12 y 509 del mismo Código, por inmotivación, en relación con una constancia de trabajo no desconocida, tachada ni impugnada, que el Juez menciona pero no analiza, contrariando con ello la doctrina establecida sobre el artículo 509 citado, en el sentido de que el examen de la prueba se impone así sea la misma inocua, ilegal o impertinente.

 

La Sala, para decidir, observa:

La doctrina de la Sala en materia del silencio de prueba como vicio de inmotivación, con vista de las disposiciones constitucionales que privilegian las cuestiones de fondo sobre las formales, ha venido exigiendo que se alegue y demuestre en el recurso la pertinencia de la prueba en cuanto al fondo de la controversia, de manera que, sin sustituir la actividad de apreciación de la misma que corresponde a las instancias, le permita establecer que se trata de un defecto de relevancia suficiente como para ocasionar la anulación del fallo recurrido, y no de un mero ejercicio intelectual quizás lógicamente correcto pero sustancialmente intrascendente.

Nada expone el recurrente al respecto, por lo cual resultará improcedente la presente denuncia, como efectivamente, así se la declara.

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY
-I-

De conformidad con el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción, por error de interpretación, de los artículos 272 y 273, eiusdem, y del artículo 1.395 del Código Civil, porque el Juez, al establecer los hechos, aprecia como cosa juzgada la antigüedad alegada por la actora para la calificación de su despido, según la solicitud que interpuso al efecto con anterioridad en el procedimiento especial de estabilidad laboral, en la cual señaló equivocadamente como fecha de ingreso al trabajo el 14 de abril de 1996, cuando la verdadera fecha es el 26 de enero de 1994.

La cosa juzgada recaída en ese procedimiento por reenganche y pago de salarios caídos, argumenta el formalizante, se limita a lo justificado o injustificado del despido, y no a debatir otros tópicos, como lo son la antigüedad del trabajador, sustitución de patronos, horas extras y utilidades, por lo cual, mal puede entenderse que la actora renunció al derecho de reclamar lo correspondiente según su verdadera antigüedad.

La Sala, para decidir, observa:

En cuanto a la antigüedad de los servicios prestados directamente a la demandada, constituye confesión al respecto la manifestada por el reclamante en el procedimiento de calificación de su despido; no cosa juzgada, como expresa erradamente la recurrida, cuyo proceder en ese aspecto implica falsa aplicación de la norma denunciada del artículo 1.395 del Código Civil, mas no errónea interpretación de la misma ni de los artículos 272 y 273 del Código de Procedimiento Civil, como se plantea en la formalización. Problema distinto es el que sea o no procedente añadir a esa antigüedad por razón de una “sustitución de patrono” y a los efectos del cálculo de prestaciones por terminación de la relación ulterior, el tiempo de servicios prestados al patrono sustituido, como pareciera querer alegar el recurrente, aunque sólo expone en ese sentido que la causa para confundirse en las fechas fue producto de una maniobra de la demandada que hizo creer a la actora la discontinuidad de los servicios, cuando se trataba en realidad de una sustitución.

Por cuanto no existe en el caso, según lo señalado, el vicio de errónea interpretación de norma jurídica que se alega, es improcedente la presente denuncia, y así se declara.

- II -

Con fundamento en el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se alega que la recurrida niega aplicación al artículo 92 de la Constitución y a los artículos 668, 669, 3°, 10, 59 y 60 de la Ley Orgánica del Trabajo, en cuanto declara improcedente el pedimento por concepto de intereses de mora sobre los pasivos laborales demandados, e incurre en falsa aplicación del artículo 9° del Código de Procedimiento Civil, con base en el cual emite esa declaratoria por entender que aplicar la citada norma constitucional significaría darle carácter retroactivo, porque la relación laboral del caso es anterior a la entrada en vigencia de la misma.

La Sala, para decidir, observa:

En la doctrina vigente de la Sala, sostenida entre otros en fallos de 18 de octubre de 2001, N° 249, 21 de mayo de 2003, N° 355 y 10 de julio de 2003, N° 434, la procedencia de los citados intereses moratorios no se deriva legalmente de las normas denunciadas por el formalizante, sino que es consecuencia de la falta de pago oportuno de las prestaciones sociales, del retardo o la mora en pagarlas al finalizar la relación laboral, dado el uso por el empleador de un capital perteneciente al trabajador, el cual generará intereses a favor de éste, los que se calcularán a la tasa del tres por ciento (3%) anual, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 1.277 y 1.746 del Código Civil, si son causados antes de la entrada en vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela; en tanto que se calcularán a las tasa fijadas por el Banco Central de Venezuela, en conformidad con lo establecido en el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, si son causados después de la entrada en vigencia de la Carta Magna.
No se trata, pues, de un problema de aplicación retroactiva de la disposición sobre intereses moratorios en materia laboral del artículo 92 de la Constitución vigente, aunque el Juez de la causa así lo señalara erróneamente, ni de falta de aplicación de los artículos 3°, 10, 59, 60, 668 y 669 de la Ley Orgánica del Trabajo, por lo cual, cuando el Superior de la recurrida rechaza acordar con base en el artículo 9° citado, los intereses reclamados, realiza una falsa aplicación del mismo, de donde resulta procedente la denuncia bajo examen. Así se declara.

- III -

Con fundamento en el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, se alega la infracción de los artículos 12, eiusdem, y 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, en razón de que la recurrida, en el supuesto análisis que dice haber realizado, no establece a cual de las partes correspondía probar ciertos y determinados hechos, siendo que por la forma en que fue contestada la demanda, aun cuando recaía sobre la demandada la carga probatoria, el Sentenciador somete a comprobación por la actora los hechos alegados por ella.

La Sala, para decidir, observa:

Se resiente la denuncia de falta de técnica en su formulación, por no apoyársela en el ordinal 2°del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, y por no contener los extremos explicativos suficientes para entenderla debidamente fundamentada, circunstancias por las cuales deberá ser desechada. Por lo demás, el defecto que pareciera querer ser planteado constituiría una infracción de ley por incorrecta aplicación de las normas sobre la carga probatoria, lo cual no ha sido denunciado ni fundamentado.

Se desecha en consecuencia esta denuncia, sin pasar al examen del mérito de la misma. Así se decide.

- IV -

Con fundamento en el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción de los artículos 3°, 10, 133 y 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, por falta de aplicación, en virtud de que el Sentenciador de la recurrida acoge como cierto con categoría de cosa juzgada, determinado monto de salario que resultó establecido en un anterior procedimiento de reenganche y pago de salarios caídos, con la consecuencia de negar de plano la posibilidad de evaluar y acordar la procedencia del reclamo de las diferencias salariales que no fueron objeto de discusión en dicho procedimiento debido a su especialidad.

La Sala, para decidir, observa:

La recurrida establece que es improcedente controvertir como lo hacen ambas partes el monto del salario a tomar en cuenta para el cálculo de las prestaciones sociales, pues recae a su juicio al respecto la cosa juzgada referida anteriormente. Y conforme a ese monto, ordena el pago de los conceptos demandados que acuerda. No se trata por tanto de la negativa de acordar el pago de las diferencias por concepto de prestaciones sino del establecimiento de una premisa que condiciona evidentemente los cálculos para obtenerlas, la cual, por tanto, tendría que ser impugnada previamente pues condiciona a su vez la eventual y consiguiente infracción de las normas denunciadas como infringidas, lo que no se ha hecho.

Con vista de esas circunstancias, resulta improcedente la presente denuncia, y así se declara.

- V -
Con fundamento en el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción del artículo 38 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, y de los artículos 88, 89 y 90 de la Ley, por falta de aplicación, en cuanto desecha una constancia de trabajo promovida en los autos, con carácter de plena prueba al no ser desconocida, tachada ni impugnada, y en lugar de establecer la continuidad de la prestación de servicios por efecto de la sustitución de patronos consagrada en esas normas, computando entonces a todos los efectos la fecha de inicio de servicios expuesta en dicha constancia, toma como cierta la alegada en el procedimiento de calificación de despido seguido anteriormente por la actora contra el patrón sustituto, la aquí demandada.

La Sala, para decidir, observa:

El fundamento de la denuncia se dirige a impugnar la forma indebida en que la recurrida habría desechado determinada prueba que a juicio del formalizante demostraba el hecho de haberse producido una sustitución de patronos, con la consecuencia para el sustituto de solidaridad con el sustituido; pero a esos fines, las normas a denunciar tendrían que ser las relacionadas con la apreciación de la probanza y no, como se plantea en el recurso, las particulares a la figura de la sustitución de patrono.

Con vista de esa circunstancia, resulta improcedente la presente denuncia, y así se declara.

DECISIÓN
Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara CON LUGAR el presente recurso de casación, revoca el fallo recurrido, y ordena al Superior competente dictar nueva sentencia acogiendo la doctrina aquí establecida.

Regístrese y publíquese. Remítase el expediente al Tribunal de la recurrida, Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, con sede en Ciudad Bolívar.

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a  los   dieciséis (16) días  del  mes de octubre de dos mil tres. Años: 193° de la Independencia y 144° de la Federación.

El Presidente de la Sala,
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